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FICHA JURISPRUDENCIAL

NÚMERO DE RESOLUCIÓN: SAN-S2-0032-2013

FECHA DE RESOLUCIÓN: 02-09-2013

FICHA JURISPRUDENCIAL Nro.1

TEMÁTICAS RESOLUCIÓN

1. ARBOL / 2. DERECHO AGRARIO / 3. PROCEDIMIENTOS ADMINISTRATIVOS / 4.
SANEAMIENTO / 5. Preclusión / convalidación / transcendencia /

Problemas jurídicos

En la tramitación de un proceso de Nulidad de Titulo Ejecutorial interpuesto por Hernán Fernando
Inturias Sandoval, en representación de Rubén Sánchez Hidalgo contra Martina López de Sánchez,
demandando  la  nulidad  del  Título  Ejecutorial  N°  SPP-NAL-083598  de  15  de  mayo  de  2009,
constituyéndose los problemas jurídicos a resolver:

1. Señala que las resoluciones dictadas por los Directores Departamentales y el Director Nacional del
INRA deben cumplir ciertos requisitos de forma y de fondo que son imprescindibles, pero que sin
embargo en obrados del trámite de saneamiento la Resolución Determinativa de Saneamiento, fue
suscrita por el Director Departamental del Instituto Nacional de Reforma de Reforma Agraria, sin la
participación del encargado de la Unidad Legal que debió firmar conjuntamente con esa autoridad,
vulnerando el art. 40 del Reglamento de la L. N° 1715 (vigente en ese momento), dejando en claro que
por mandato legal, quien debe firmar es el asesor legal y no otro funcionario, considerando que dicha
norma es procedimental y por tanto de orden público, consecuentemente constituye causal de nulidad,
transcribiendo a continuación jurisprudencia, reiterando que no existe ninguna citación o notificación a
su representado, pese a conocerse su domicilio, vale decir que dolosamente y engañando a la autoridad,
la  demandada  manifestó  ser  la  única  poseedora  y  desconocer  la  existencia  de  los  verdaderos
propietarios se hizo titular, haciendo incurrir en error al INRA, y que con el fin de demostrar ese
extremo adjunta certificación emanada de la Sub Central Agraria Tutimayu, que demuestra la condición
de propietarios, poseedores y terceros afectados con el proceso de saneamiento.

2. Indica que existe fraude procesal con referencia a la actuación de la demandada respecto a la
participación de terceros en el trámite de saneamiento referente a la notificación de colindantes y
terceros afectados, desconociendo al demandante deliberadamente y de mala fe, haciéndose patente el
fraude procesal cuando en obrados del trámite de saneamiento aparecen actas de conformidad de
linderos, donde no firman los colindantes reales sino terceros que nada tiene que ver en ese terreno,
reconociéndole como propietaria del terreno a la demandada aprovechando que era necesaria dicha
firma para los demás colindantes, para no perjudicar el trámite de saneamiento.
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3. Asimismo indica que la ausencia de notificaciones a su poderconferente vulnera el art. 170 parágrafo
III del D.S. N° 25763 vigente en esa época, toda vez que nunca fue notificado con las pericias de campo,
existiendo también la ausencia de notificación prevista por el art. 214 parágrafo V del D.S. N° 25763
con la exposición pública de resultados, dejándolo en estado de indefensión y que consecuentemente
son causales de nulidad de obrados y la nulidad del Título Ejecutorial N° SPP-NAL 083598 de 15 de
mayo de 2009, transcribiendo ambas normas para mejor entendimiento, señala que consecuentemente
no se notificó a terceros interesados con dichos actuados.  Agrega que la Resolución Suprema N°
225666 de 09 de diciembre de 2005, que dio lugar a la titulación ha sido dictada con error esencial que
se hizo cometer a la autoridad, ya que no se dejó participar a su poderconferente en ninguna etapa del
trámite de saneamiento, vulnerando su derecho fundamental a la seguridad jurídica, al debido proceso y
restringiendo el  amplio derecho a la defensa de sus intereses,  marcando con esas ilegalidades la
nulidad del título ejecutorial así como lo obrado, tomando en cuenta que el trámite de saneamiento está
plagado de vicios de nulidad.

4. Expresa que existen otras irregularidades y causales de nulidad, toda vez que conforme el art. 162
del reglamento de la L. N° 1715 vigente en esa época el solicitante del trámite de saneamiento debe
legitimar su solicitud o pretensión con referencia al predio solicitado, contenido en el art. 161 del
referido  reglamento,  aclarando  que  la  solicitante  Filomena  Vidal  Magariños  Vda.  de  Saravia,  no
acompañó documentos de ninguna naturaleza, faltando consiguientemente éste requisito esencial para
el inicio del saneamiento, por tanto no existe legitimidad para ese efecto y la norma es clara cuando
señala que se debe acompañar documentos "además de" una certificación y no alternativamente el uno
o el otro, con lo que se ratifica el fraude y engaño con el que se hizo incurrir en error esencial a la
autoridad que extendió el título ejecutorial motivo de la acción, señalando que la garantía constitucional
del  debido  proceso  se  entiende  como  la  obligación  que  tiene  toda  autoridad  de  sustanciar  un
determinado procedimiento otorgando a las partes el beneficio de un proceso justo e imparcial, garantía
consagrada en los arts. 9 y 16 de la C.P.E.

Extracto de la razón de la decisión y del precedente agroambiental

"Referente a que las resoluciones dictadas por los Directores Departamentales y el Director Nacional
del INRA deben cumplir ciertos requisitos de forma y de fondo que son imprescindibles, la Resolución
Determinativa de Saneamiento, fue suscrita, sin la participación del encargado de la Unidad Legal que
debió firmar conjuntamente con el Director Nacional, vulnerando el art. 40 del Reglamento de la L. N°
1715, vigente en ese momento, consecuentemente constituye causal de nulidad, citando jurisprudencia,
de la revisión de antecedentes se tiene que de fs. 35 a 38 cursa Resolución Determinativa de Área de
Saneamiento Simple de Oficio STR N° 0001/2002 de 5 de septiembre de 2002, a la que hace referencia
el demandante, firmada por Luis Arratia J., Director Departamental del Instituto Nacional de Reforma
Agraria Cochabamba y Norma Rodriguez Orosco, Responsable de Saneamiento de la misma Dirección
Departamental, que si bien no se observaron los requisitos establecidos por el art. 40 del D.S. N°
25763, Reglamento de la L. N° 1715, es necesario referirse al principio de trascendencia que rige la
teoría de las nulidades en sentido de que no basta que la ley prescriba determinada formalidad para que
su omisión o defecto origine la nulidad del acto o procedimiento, fundamentalmente si se toma en
cuenta que con dicha omisión, no se demuestra que se hayan conculcado derechos o garantías del
demandante,  es  decir  que  los  argumentos  expuestos,  no  ingresan  en  la  esfera  del  principio  de
trascendencia,  careciendo por ello de consistencia y asidero legal,  debiendo tenerse en cuenta el
principio de convalidación ya que la misma podía haber sido impugnada en su momento mediante los
recursos establecidos por ley tal cual dispone el art. 50 del D.S. N° 25763 Reglamento de la L. N° 1715
(vigente en ese momento), sobre el particular es necesario señalar que en las distintas etapas del
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proceso de saneamiento, vencidas por su turno cada una de ellas, opera la preclusión, no pudiendo por
consecuencia lógica retrotraer el procedimiento a etapas legalmente cumplidas no pudiendo invocarse a
la ausencia de formalidades, como vicios de nulidad más cuando por propia dejadez u omisión, estas
irregularidades "formales" no fueron reclamadas oportunamente, no siendo aplicable al caso de autos la
jurisprudencia citada por la parte actora al no tener relación alguna con lo demandado".

"Referente a la no existencia de citación o notificación a su representado, pese a conocerse su domicilio,
vale decir que dolosamente y engañando a la autoridad, la demandada manifestó ser la única poseedora
desconociendo la existencia de los verdaderos propietarios, haciendo incurrir en error al INRA y que
con el fin de demostrar ese extremo adjunta certificación emanada de la Sub Central Agraria Tutimayu,
que  demuestra  la  condición  de  propietarios,  poseedores  y  terceros  afectados  con  el  proceso  de
saneamiento, del examen de antecedentes se tiene que de fs. 37 a 38 cursa Resolución Determinativa
de Área de Saneamiento Simple de Oficio STR N° 0001/2002 de 5 de septiembre de 2002, en la que se
consignan los datos requeridos por el art. 159 del D. S. N° 25763; de fs. 39 a 40 cursa Resolución
Administrativa RA-SS N° 0307/2002 de 25 de septiembre de 2002, que en su punto primero resuelve
aprobar la Resolución Determinativa de Área de Saneamiento Simple de Oficio STR N° 0001/2002 de 5
de septiembre de 2002, de la misma forma en su punto segundo dispone que el proceso de saneamiento
se extiende a los predios por donde pasa el ducto y a los predios existentes, dentro al derecho de vía del
mismo que tiene un ancho de 30 m.; de fs. 41 a 43 cursa Resolución Instructoria R. I. N° 0001/2002 de
26 de septiembre de 2002, que resuelve intimar a propietarios, subadquirentes y poseedores "...a efecos
de que se apersonen al proceso y presenten la documentación correspondiente ante los funcionarios
públicos encargados de la sustanciación del procedimiento, dentro el plazo perentorio e improrrogable
a ser computable a partir de la notificación con la presente resolución por edicto y su difusión por una
radio emisora local, hasta la conclusión de pericias de campo"; de fs. 44 a 45 cursa edicto; a fs. 46 aviso
público; a fs. 47 cursa publicación, en un medio de prensa escrito, del edicto y aviso público, de lo que
se infiere que el INRA ha cumplido con los requisitos exigidos por el art. 170 del D. S. N° 25763
(vigente a momento de realizarse el saneamiento), dando la publicidad necesaria a objeto de que todas
las personas, incluido el actor, tengan la oportunidad de apersonarse al proceso de saneamiento para
hacer valer oportunamente los derechos ahora pretendidos".

"De la misma forma el actor indica que acompañando al memorial de demanda, certificación emanada
de la Sub Central Agraria Tutimayu, que demuestra la condición de propietarios, poseedores y terceros
afectados  con el  proceso  de  saneamiento,  de  la  revisión  de  obrados  se  tiene que,  a  fs.  3  cursa
certificación  que  indica:  "A  quien  corresponda.-  El  corregidor,  los  Secretarios  Generales  de  la
Subcentral Tutimayu que agrupa a 6 OTBs y de la OTB Virgen del Carmen que están ubicadas en el
Cantón  Ucuchi  del  Municipio  de  Sacaba,  Provincia  Chapare  del  Departamento  de  Cochabamba;
Certifican.- Que el señor Ruben Sanchez Hidalgo con C.I. 786650 Cbba, está afiliado a la OTB Virgen
del Carmen y a la Subcentral de Tutimayu, indicando de forma textual: Certificamos que en la OTB
Virgen del Carmen don Ruben Sanchez Hidalgo posee una propiedad de terreno de aproximadamente
6000 m2 (seis mil metros cuadrados) que posee como herencia de su padre Florencio Sanchez Muñoz y
Celestina Hidalgo Peredo...sic".

"(...) de la revisión de antecedentes a fs. 52 cursa personalidad jurídica, a fs. 56 cursa auto de admisión
de 13 de mayo de 2002, a fs. 58 cursa Resolución Administrativa R.I. N° 0065/2003 de 13 de mayo de
2003, que resuelve programar las pericias de campo a partir del 20 de mayo al 30 de junio de 2003, de
fs. 6283 a 6328 cursa Informe de Evaluación Técnica Jurídica ETJ N° 041/05 de 3 de agosto de 2005, de
fs.  6715 a 6739 cursa Resolución Suprema de 9 de diciembre de 2005, en los que se encuentra
consignado la denominación de SINDICATO TUTIMAYU, de lo que se deduce que la certificación
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acompañada por el demandante corresponde una propiedad ubicada en la OTB Virgen del Carmen y no
en el SINDICATO TUTIMAYU, por lo que no puede considerarse que haya sido afectado por el proceso
de saneamiento, además de no acreditarse con prueba idónea que el demandante poseía y trabajaba el
terreno y que solamente de manera temporal y consentida se le permitió usufructuar el mismo a la
ahora demandada".

"(...) respecto a que existe fraude procesal con referencia a la actuación de la demandada respecto a la
participación de terceros en el trámite de saneamiento referente a la notificación de colindantes y
terceros afectados, desconociendo al demandante deliberadamente y de mala fe, haciéndose patente el
fraude procesal cuando en obrados del trámite de saneamiento aparecen actas de conformidad de
linderos, donde no firman los colindantes reales sino terceros que nada tienen que ver en ese terreno;
en antecedentes se tiene que de fs. 41 a 43 cursa Resolución Instructoria R. I. N° 0001/2002 de 26 de
septiembre de 2002,  que resuelve intimar a propietarios,  subadquirentes y  poseedores "...quienes
deberán apersonarse y presentar la documentación correspondiente ante los funcionarios públicos
encargados de la sustanciación del procedimiento, dentro el plazo perentorio e improrrogable a ser
computable a partir de la notificación con la presente resolución por edicto y su difusión por una radio
emisora local, hasta la conclusión de pericias de campo"; de fs. 44 a 45 cursa edicto; a fs. 46 aviso
público; a fs. 47 cursa publicación, en un medio de prensa escrita, del edicto y aviso público, de lo se
tiene que a partir de la debida publicidad del proceso de saneamiento correspondiente al Sindicato
Tutimayu, toda persona, sean estos presuntos o terceros interesados, estaban intimados a apersonarse
al mismo a objeto de hacer valer sus derechos, por otro lado respecto a que no firman los colindantes
reales sino terceros que nada tienen que ver, de antecedentes se evidencia que a fs. 1805 cursa ficha
catastral en la que se consigna como beneficiaria a Martina López de Sánchez en calidad de poseedora
y en el punto XI se detallan las colindancias identificadas a momento del saneamiento, mismas que
coinciden con las consignadas en el plano catastral de fs. 6592, asimismo en la parte de observaciones
se indica que realizada la inspección en el predio se verifica el cumplimiento de la función social
acreditada a  través de la  siembra de alfa  alfa,  datos  contenidos en la  citada ficha catastral  que
corresponden a una verificación directa en campo, cuya información fue recabada de manera objetiva,
considerando que las pericias de campo son consideradas como el principal medio para verificar el
cumplimiento de la FES o FS, conforme establece el  art.  173 del D.S. N° 25763 (vigente en ese
momento),  de  la  misma forma a  fs.  1807 cursa  acta  de  conformidad de linderos  suscrita  por  la
beneficiaria; concluyéndose que de la revisión de la documental acompañada a la demanda en la misma
no cursa prueba alguna que acredite que quienes figuran en calidad de colindantes no sean los reales
más cuando fueron identificados a momento de realizarse las pericias de campo del predio motivo de
litis, por lo que no es evidente lo acusado en esta parte".

"Respecto a la ausencia de notificaciones y que se vulneró el art. 170 parágrafo III del D.S. N° 25763
vigente en esa época, toda vez que nunca fue notificado con las pericias de campo, existiendo también
la ausencia de notificación prevista por el art. 214 parágrafo V del D.S. N° 25763 con la exposición
pública de resultados, dejándolo en estado de indefensión, al efecto se tiene que las normas citadas por
el demandante son aplicables solo al saneamiento simple a pedido de parte, aclarando a la parte actora
que el proceso de saneamiento fue tramitado como saneamiento simple de Oficio tal como se evidencia
de la Resolución Determinativa de Área de Saneamiento Simple de Oficio STR N° 0001/2002 de 5 de
septiembre de 2002 cursante de fs. 35 a 38, sujeta al procedimiento común de saneamiento, por lo que
no puede pretenderse una notificación, al ahora demandante, conforme disponen dichas normas, peor
aún si este no se apersonó ni suscito oposición al saneamiento de la parcela motivo de litis. De la misma
forma a fs. 6345 cursa aviso publico en la que "Se comunica el inicio de la exposición pública de
resultados en cumplimiento del art. 214 del reglamento de la Ley N° 1715 el mismo que se realizará
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durante  15  días  a  partir  de  la  notificación  con  el  presente  aviso  público,  tiempo en  el  que  los
colindantes y personas interesadas (entre estos el demandante así como terceros interesados), podrán
solicitar aclaraciones y hacer conocer errores materiales u omisiones...sic" (textual), a fs 6346 cursa
factura emitida por Radio CBA para la difusión del aviso público, de lo que se evidencia que el INRA ha
procedido conforme dispone el art. 214 del D.S. N° 25763 (vigente a momento del saneamiento) por lo
que no es evidente que se le haya causado indefensión. Respecto a la Resolución Suprema N° 225666
de 09 de diciembre de 2005, que dio lugar a la titulación, habría sido dictada con error esencial que se
hizo cometer a la autoridad, ya que no se dejó participar a su poderconferente durante el proceso de
saneamiento, de la verificación de la Resolución Suprema cursante de fs. 6715 a 6739 se tiene que la
misma ha sido emitida con la debida fundamentación de hecho y de derecho conforme establece la
normativa  agraria  aplicable  al  caso,  reflejando  todo  lo  tramitado  en  el  proceso  de  saneamiento
correspondiente al Sindicato Tutimayu, de la misma forma de la revisión de antecedentes se tiene que
no consta actuado o prueba a través de la cual se evidencie que no se dejó participar al demandante,
peor  aún  cuando  este  no  se  apersonó  ni  suscito  oposición  al  saneamiento  como  se  tiene  dicho
anteriormente, por lo que no es evidente que se le hayan vulnerado los derechos fundamentales a la
seguridad jurídica, al debido proceso y a la defensa".

"(...) demanda que existen otras irregularidades y causales de nulidad, toda vez que conforme el art.
162 del reglamento de la L. N° 1715 vigente en esa época el solicitante del trámite de saneamiento
debe legitimar su solicitud o pretensión con referencia al predio solicitado, contenido en el art. 161 del
referido  reglamento,  aclarando  que  la  solicitante  Filomena  Vidal  Magariños  Vda.  de  Saravia,  no
acompañó documentos de ninguna naturaleza, faltando consiguientemente éste requisito esencial para
el inicio del saneamiento, al respecto cabe aclarar que el solicitante es Victor G. Almanza (fs. 50 de
antecedentes),  como  ya  se  tiene  dicho  el  proceso  de  saneamiento  fue  determinado  como
SANEAMIENTO SIMPLE DE OFICIO, conforme dispone los arts. 158, 159 y 160, del D.S. N° 25763
(vigente en ese momento), los arts. 161 y 162 del mismo cuerpo legal que considera vulnerados la parte
actora, son aplicables para la determinación de áreas de saneamiento simple a pedido de parte, de lo
que se tiene que no es evidente que se haya vulnerado el debido proceso ya que el INRA realizó el
proceso de saneamiento del Sindicato Tutimayu conforme normativa agraria vigente en su momento".

"(...) los actuados llevados a cabo durante la ejecución del saneamiento fueron realizados conforme a
procedimiento y normativa agraria en vigencia, adquiriendo calidad de cosa juzgada, más aún si los
mismos no se objetaron en su oportunidad, en cumplimiento del principio de preclusión, por lo que mal
puede argüir el demandante que se le conculcó su derecho a la defensa o se vulneró el debido proceso".

"(...)  es necesario indicar que la anterior Constitución Política del Estado (vigente a momento del
proceso de saneamiento) establecía en su art. 7 inc. i) como derecho fundamental de toda persona, a la
propiedad privada, individual y colectivamente, siempre que cumpla una función social, asimismo el art.
166 señalaba que:  "El  trabajo es la  fuente fundamental  para la  adquisición y conservación de la
propiedad agraria , y se establece el derecho del campesino a la dotación de tierras.", concordante con
lo dispuesto por los arts. 393 y 397 de la Constitución Política del Estado en actual vigencia".

"De igual manera, la L. N° 1715 en su art. 64 dispone: "El saneamiento es el procedimiento técnico-
jurídico transitorio destinado a regularizar y perfeccionar el derecho de propiedad agraria y se ejecuta
de oficio o a pedido de parte."; por otro lado el art. 65 de la misma norma legal faculta al Instituto
Nacional de Reforma Agraria, para ejecutar el saneamiento de la propiedad agraria".

"(...) del análisis precedente, se concluye, que el actor no cumplió con lo determinado por el art. 375 del
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Cód. Pdto. Civ., que establece que la carga de la prueba corresponde a la parte demandante en cuanto
al hecho constitutivo de su derecho y al demandado en cuanto a la existencia del hecho impeditivo,
modificatorio o extintivo de los derechos del demandante y al no haberse demostrado las causales de
nulidad acusadas en el memorial de demanda y que afectarían el otorgamiento del título ejecutorial
cuestionado, queda desvirtuado todo lo argumentado por la parte demandante".

Síntesis de la razón de la decisión

La Sala Segunda del Tribunal Agroambiental, declaran IMPROBADA la demanda de nulidad de titulo
ejecutorial, en consecuencia, subsistente el Título Ejecutorial N° SPP-NAL-083598 de 15 de mayo de
2009, bajo los siguientes fundamentos:

1. Si bien no se observaron los requisitos establecidos por el art. 40 del D.S. N° 25763, Reglamento de
la L. N° 1715, es necesario referirse al principio de trascendencia que rige la teoría de las nulidades en
sentido de que no basta que la ley prescriba determinada formalidad para que su omisión o defecto
origine la nulidad del acto o procedimiento, fundamentalmente si se toma en cuenta que con dicha
omisión, no se demuestra que se hayan conculcado derechos o garantías del demandante, es decir que
los argumentos expuestos, no ingresan en la esfera del principio de trascendencia, careciendo por ello
de consistencia y asidero legal, debiendo tenerse en cuenta el principio de convalidación ya que la
misma podía haber sido impugnada en su momento mediante los recursos establecidos por ley tal cual
dispone el art. 50 del D.S. N° 25763 Reglamento de la L. N° 1715 (vigente en ese momento), sobre el
particular es necesario señalar que en las distintas etapas del proceso de saneamiento, vencidas por su
turno  cada  una  de  ellas,  opera  la  preclusión,  no  pudiendo por  consecuencia  lógica  retrotraer  el
procedimiento a etapas legalmente cumplidas no pudiendo invocarse a la ausencia de formalidades,
como vicios de nulidad más cuando por propia dejadez u omisión, estas irregularidades "formales" no
fueron reclamadas oportunamente, no siendo aplicable al caso de autos la jurisprudencia citada por la
parte actora al no tener relación alguna con lo demandado.

2. Del examen de antecedentes se tiene que de fs. 37 a 38 cursa Resolución Determinativa de Área de
Saneamiento Simple de Oficio STR N° 0001/2002 de 5 de septiembre de 2002, en la que se consignan
los datos requeridos por el art. 159 del D. S. N° 25763; de fs. 39 a 40 cursa Resolución Administrativa
RA-SS N° 0307/2002 de 25 de septiembre de 2002, que en su punto primero resuelve aprobar la
Resolución  Determinativa  de  Área  de  Saneamiento  Simple  de  Oficio  STR N° 0001/2002 de  5  de
septiembre de 2002, de la misma forma en su punto segundo dispone que el proceso de saneamiento se
extiende a los predios por donde pasa el ducto y a los predios existentes, dentro al derecho de vía del
mismo que tiene un ancho de 30 m.; de fs. 41 a 43 cursa Resolución Instructoria R. I. N° 0001/2002 de
26 de septiembre de 2002, que resuelve intimar a propietarios, subadquirentes y poseedores "...a efecos
de que se apersonen al proceso y presenten la documentación correspondiente ante los funcionarios
públicos encargados de la sustanciación del procedimiento, dentro el plazo perentorio e improrrogable
a ser computable a partir de la notificación con la presente resolución por edicto y su difusión por una
radio emisora local, hasta la conclusión de pericias de campo"; de fs. 44 a 45 cursa edicto; a fs. 46 aviso
público; a fs. 47 cursa publicación, en un medio de prensa escrito, del edicto y aviso público, de lo que
se infiere que el INRA ha cumplido con los requisitos exigidos por el art. 170 del D. S. N° 25763
(vigente a momento de realizarse el saneamiento), dando la publicidad necesaria a objeto de que todas
las personas, incluido el actor, tengan la oportunidad de apersonarse al proceso de saneamiento para
hacer valer oportunamente los derechos ahora pretendidos.

3. De la revisión de antecedentes a fs. 52 cursa personalidad jurídica, a fs. 56 cursa auto de admisión de
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13 de mayo de 2002, a fs. 58 cursa Resolución Administrativa R.I. N° 0065/2003 de 13 de mayo de
2003, que resuelve programar las pericias de campo a partir del 20 de mayo al 30 de junio de 2003, de
fs. 6283 a 6328 cursa Informe de Evaluación Técnica Jurídica ETJ N° 041/05 de 3 de agosto de 2005, de
fs.  6715 a 6739 cursa Resolución Suprema de 9 de diciembre de 2005, en los que se encuentra
consignado la denominación de SINDICATO TUTIMAYU, de lo que se deduce que la certificación
acompañada por el demandante corresponde una propiedad ubicada en la OTB Virgen del Carmen y no
en el SINDICATO TUTIMAYU, por lo que no puede considerarse que haya sido afectado por el proceso
de saneamiento, además de no acreditarse con prueba idónea que el demandante poseía y trabajaba el
terreno y que solamente de manera temporal y consentida se le permitió usufructuar el mismo a la
ahora demandada.

4. A partir de la debida publicidad del proceso de saneamiento correspondiente al Sindicato Tutimayu,
toda persona, sean estos presuntos o terceros interesados, estaban intimados a apersonarse al mismo a
objeto de hacer valer sus derechos, por otro lado respecto a que no firman los colindantes reales sino
terceros que nada tienen que ver, de antecedentes se evidencia que a fs. 1805 cursa ficha catastral en
la que se consigna como beneficiaria a Martina López de Sánchez en calidad de poseedora y en el punto
XI se detallan las colindancias identificadas a momento del saneamiento, mismas que coinciden con las
consignadas en el plano catastral de fs. 6592, asimismo en la parte de observaciones se indica que
realizada la inspección en el predio se verifica el cumplimiento de la función social acreditada a través
de la siembra de alfa alfa,  datos contenidos en la citada ficha catastral  que corresponden a una
verificación directa en campo, cuya información fue recabada de manera objetiva, considerando que las
pericias de campo son consideradas como el principal medio para verificar el cumplimiento de la FES o
FS, conforme establece el art. 173 del D.S. N° 25763 (vigente en ese momento), de la misma forma a fs.
1807 cursa acta de conformidad de linderos suscrita por la beneficiaria; concluyéndose que de la
revisión de la documental acompañada a la demanda en la misma no cursa prueba alguna que acredite
que quienes figuran en calidad de colindantes no sean los reales más cuando fueron identificados a
momento de realizarse las pericias de campo del predio motivo de litis, por lo que no es evidente lo
acusado en esta parte.

5. Respecto a la ausencia de notificaciones y que se vulneró el art. 170 parágrafo III del D.S. N° 25763
vigente en esa época, toda vez que nunca fue notificado con las pericias de campo, existiendo también
la ausencia de notificación prevista por el art. 214 parágrafo V del D.S. N° 25763 con la exposición
pública de resultados, dejándolo en estado de indefensión, al efecto se tiene que las normas citadas por
el demandante son aplicables solo al saneamiento simple a pedido de parte, aclarando a la parte actora
que el proceso de saneamiento fue tramitado como saneamiento simple de Oficio tal como se evidencia
de la Resolución Determinativa de Área de Saneamiento Simple de Oficio STR N° 0001/2002 de 5 de
septiembre de 2002 cursante de fs. 35 a 38, sujeta al procedimiento común de saneamiento, por lo que
no puede pretenderse una notificación, al ahora demandante, conforme disponen dichas normas, peor
aún si este no se apersonó ni suscito oposición al saneamiento de la parcela motivo de litis. De la misma
forma a fs. 6345 cursa aviso publico en la que "Se comunica el inicio de la exposición pública de
resultados en cumplimiento del art. 214 del reglamento de la Ley N° 1715 el mismo que se realizará
durante  15  días  a  partir  de  la  notificación  con  el  presente  aviso  público,  tiempo en  el  que  los
colindantes y personas interesadas (entre estos el demandante así como terceros interesados), podrán
solicitar aclaraciones y hacer conocer errores materiales u omisiones...sic" (textual), a fs 6346 cursa
factura emitida por Radio CBA para la difusión del aviso público, de lo que se evidencia que el INRA ha
procedido conforme dispone el art. 214 del D.S. N° 25763 (vigente a momento del saneamiento) por lo
que no es evidente que se le haya causado indefensión.
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6.  Respecto a la Resolución Suprema N° 225666 de 09 de diciembre de 2005, que dio lugar a la
titulación, habría sido dictada con error esencial que se hizo cometer a la autoridad, ya que no se dejó
participar a su poderconferente durante el proceso de saneamiento, de la verificación de la Resolución
Suprema  cursante  de  fs.  6715  a  6739  se  tiene  que  la  misma  ha  sido  emitida  con  la  debida
fundamentación de hecho y de derecho conforme establece la normativa agraria aplicable al caso,
reflejando todo lo tramitado en el proceso de saneamiento correspondiente al Sindicato Tutimayu, de la
misma forma de la revisión de antecedentes se tiene que no consta actuado o prueba a través de la cual
se evidencie que no se dejó participar al demandante, peor aún cuando este no se apersonó ni suscito
oposición al saneamiento como se tiene dicho anteriormente, por lo que no es evidente que se le hayan
vulnerado los derechos fundamentales a la seguridad jurídica, al debido proceso y a la defensa.

7. Asimismo, demanda que existen otras irregularidades y causales de nulidad, toda vez que conforme
el  art.  162 del  reglamento  de  la  L.  N°  1715 vigente  en  esa  época  el  solicitante  del  trámite  de
saneamiento debe legitimar su solicitud o pretensión con referencia al predio solicitado, contenido en el
art.  161 del  referido  reglamento,  aclarando que la  solicitante  Filomena Vidal  Magariños  Vda.  de
Saravia, no acompañó documentos de ninguna naturaleza, faltando consiguientemente éste requisito
esencial para el inicio del saneamiento, al respecto cabe aclarar que el solicitante es Victor G. Almanza
(fs. 50 de antecedentes), como ya se tiene dicho el proceso de saneamiento fue determinado como
SANEAMIENTO SIMPLE DE OFICIO, conforme dispone los arts. 158, 159 y 160, del D.S. N° 25763
(vigente en ese momento), los arts. 161 y 162 del mismo cuerpo legal que considera vulnerados la parte
actora, son aplicables para la determinación de áreas de saneamiento simple a pedido de parte, de lo
que se tiene que no es evidente que se haya vulnerado el debido proceso ya que el INRA realizó el
proceso de saneamiento del Sindicato Tutimayu conforme normativa agraria vigente en su momento.

8. Consecuentemente, del análisis precedente, se concluye, que el actor no cumplió con lo determinado
por el art. 375 del Cód. Pdto. Civ., que establece que la carga de la prueba corresponde a la parte
demandante en cuanto al hecho constitutivo de su derecho y al demandado en cuanto a la existencia del
hecho impeditivo, modificatorio o extintivo de los derechos del demandante y al no haberse demostrado
las causales de nulidad acusadas en el memorial de demanda y que afectarían el otorgamiento del título
ejecutorial cuestionado, queda desvirtuado todo lo argumentado por la parte demandante.

Reconstrucción del precedente agroambiental, subregla jurisprudencial, norma adscrita

Procedimientos Administrativos / Saneamiento / Preclusión / convalidación / transcendencia

El principio de trascendencia rige la teoría de las nulidades en sentido de que no basta que la
ley prescriba determinada formalidad para que su omisión o defecto origine la nulidad del
acto o procedimiento, fundamentalmente si se toma en cuenta que con dicha omisión, no se
demuestra que se hayan conculcado derechos o garantías. Debiendo tenerse en cuenta el
principio de convalidación ya que puede impugnarse en su momento mediante los recursos
establecidos por ley tal cual dispone el art. 50 del D.S. N° 25763 Reglamento de la L. N° 1715l
en las distintas etapas del proceso de saneamiento vencidas por su turno cada una de ellas
opera la preclusión, no pudiendo por consecuencia lógica retrotraer el procedimiento a etapas
legalmente cumplida.

"Referente a que las resoluciones dictadas por los Directores Departamentales y el Director Nacional
del INRA deben cumplir ciertos requisitos de forma y de fondo que son imprescindibles, la Resolución
Determinativa de Saneamiento, fue suscrita, sin la participación del encargado de la Unidad Legal que
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debió firmar conjuntamente con el Director Nacional, vulnerando el art. 40 del Reglamento de la L. N°
1715, vigente en ese momento, consecuentemente constituye causal de nulidad, citando jurisprudencia,
de la revisión de antecedentes se tiene que de fs. 35 a 38 cursa Resolución Determinativa de Área de
Saneamiento Simple de Oficio STR N° 0001/2002 de 5 de septiembre de 2002, a la que hace referencia
el demandante, firmada por Luis Arratia J., Director Departamental del Instituto Nacional de Reforma
Agraria Cochabamba y Norma Rodriguez Orosco, Responsable de Saneamiento de la misma Dirección
Departamental, que si bien no se observaron los requisitos establecidos por el art. 40 del D.S. N°
25763, Reglamento de la L. N° 1715, es necesario referirse al principio de trascendencia que rige la
teoría de las nulidades en sentido de que no basta que la ley prescriba determinada formalidad para que
su omisión o defecto origine la nulidad del acto o procedimiento, fundamentalmente si se toma en
cuenta que con dicha omisión, no se demuestra que se hayan conculcado derechos o garantías del
demandante,  es  decir  que  los  argumentos  expuestos,  no  ingresan  en  la  esfera  del  principio  de
trascendencia,  careciendo por ello de consistencia y asidero legal,  debiendo tenerse en cuenta el
principio de convalidación ya que la misma podía haber sido impugnada en su momento mediante los
recursos establecidos por ley tal cual dispone el art. 50 del D.S. N° 25763 Reglamento de la L. N° 1715
(vigente en ese momento), sobre el particular es necesario señalar que en las distintas etapas del
proceso de saneamiento, vencidas por su turno cada una de ellas, opera la preclusión, no pudiendo por
consecuencia lógica retrotraer el procedimiento a etapas legalmente cumplidas no pudiendo invocarse a
la ausencia de formalidades, como vicios de nulidad más cuando por propia dejadez u omisión, estas
irregularidades "formales" no fueron reclamadas oportunamente, no siendo aplicable al caso de autos la
jurisprudencia citada por la parte actora al no tener relación alguna con lo demandado".


